
Talca, siete de agosto de dos mil veinticinco.

            VISTOS:

Comparece do a  Luz Esperanza Daza Gonz lez,  psic loga domiciliada en calle  principal  s/nñ á ó  

Huaqu n, de la comuna de Curepto, quien deduce recurso de protecci n en contra del Gobierno Regionalé ó  

del Maule, representada legalmente por su Gobernador don Pedro Pablo lvarez Salamanca, o quien hagaÁ  

sus veces, con domicilio en 1 norte N 948, Talca, en atenci n a los fundamentos que expondr .° ó á

Conforme a lo anterior, solicit  tener por interpuesto recurso de protecci n y ordene a la recurridaó ó  

que se deje de perturbar de forma ilegal y arbitraria el leg timo ejercicio de sus derechos, todo ello coní  

expresa condenaci n en costas.ó

 En el primer otros , solicita como orden de no innovar, que se suspenda de inmediato la ordení  

arbitraria de la recurrida y, se deje sin efecto la Resoluci n Exenta RA N  809/24/2025, de fecha 22 deó º  

enero de 2025, que le fuera notificada con fecha 27 de enero de 2025.

Por resoluci n de 6 de marzo de 2025, se acogi  a tramitaci n el recurso y se pidi  informe a laó ó ó ó  

recurrida Gobierno Regional del Maule, cumpli ndose el 13 de marzo de 2025.é

En cuanto a la orden de no innovar, en igual resoluci n se hace lugar a la misma.ó

Con fecha 13 de marzo del actual, se informa por la abogada de la recurrida, do a Sandra Retamalñ  

Calqu n  y  en  el  primer otros  de  dicha  presentaci n  interpone recurso  de  reposici n,  respecto  de  laí í ó ó  

resoluci n de 6 de marzo pasado, rechaz ndose por parte de este Tribunaló á  el 27 de marzo del a o en curso.ñ

Con fecha 14 de marzo se dispuso a traer los autos en relaci n, ó procedi ndose a la vista del recursoé  

el 24 de junio, ambas fechas a o 2025.ñ

Comienza narrando como fundamentos de hecho que es funcionaria p blica en modalidad deú  

contrata, habiendo ingresado a trabajar al servicio el d a 5 de abril del a o 2023, mediante Convenio deí ñ  

Desempe o, suscrito con fecha 22 de marzo de 2023, entre la Direcci n de Presupuestos del Ministerio deñ ó  

Hacienda y el Gobierno Regional del Maule. Ese contrato, como indica su resoluci n, estaba mediado por eló  

cumplimiento de metas de desempe oñ  establecidas y se  indica que ingres  a trabajar a la Unidad deó  

Desarrollo Social y Humano.  En septiembre de ese mismo a o, fue trasladada a la Unidad de Fomento eñ  

Industria debido a la alta carga de trabajo que enfrentaba y a la necesidad de una profesional especializada 

en la evaluaci n de programas sociales.ó

Agrega  que,  dentro  de  esa  unidad,  sus  funciones  incluyen  la  evaluaci n  de  iniciativas  deó  

investigaci n asociados al Fondo de Desarrollo para la Productividad y Desarrollo (FRPD), la gesti n deó ó  

modificaciones a programas de ndole social en ejecuci n y la evaluaci n t cnica de programas de fomentoí ó ó é  

social. Durante los a os 2023 y 2024, evalu  programas, otorgando una recomendaci n favorable para suñ ó ó  

financiamiento:

Indica que, en el mes de enero de 2024, fue contratada bajo la modalidad de plazo fijo, en 

escalaf n administrativo en grado 15, manteni ndose en la misma unidad de trabajo. En agosto de 2024 fueó é  

ascendida al escalaf n profesional, en grado 13. Durante el mismo mes de agosto de 2024, la Jefatuó ra, don 

Mauricio Carrasco Far as, realiza una evaluaci n de desempe o donde es evaluada con calificaci n 7 (muyí ó ñ ó  

bueno), en todas las reas en las que se desarrolla. El 31 de diciembre de 2024, la Contralor a General de laá í  

Rep blica, toma raz n de la renovaci n de esta contrata. El d a 27 de enero de 2025, y luego de volver deú ó ó í  

sus vacaciones, fue notificada por do a Yesica Lagos, de su despido.ñ

Agrega que en la notificaci n se indica como motivo de su desvinculaci n lo siguiente; ó ó “…No 

cuenta con la profesi n id nea ni tampoco cuenta con las especializaciones que se requieren, ni experienciaó ó  
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en el rea, para desempe ar adecuadamente las labores inherentes a su cargo, lo que afecta la eficiencia ená ñ  

la  administraci n p blica .  Sin embargo, a mi haber mantengo la  obtenci n de dos posgrados, (1.)ó ú …” ó  

Psicolog a  Social,  Universidad  de  Talca,  (2)  M ster  en  Gesti n  de  Recursos  Humanos,  Trabajo  yí á ó  

Organizaciones,  Universidad Miguel Hern ndez,  Elche,  Espa a.  As  tambi n diplomados y cursos queá ñ í é  

avalan mi formaci n profesional, para lo cual, acompa o en un otros  de esta presentaci n, mi Curr culoó ñ í ó í  

Vitae. .”

As  tambi n y como consta en memos con aprobaci n de programas, su funci n era realizada en laí é ó ó  

Unidad de Fomento e Industria, sin embargo, lo que respecta a evaluaci n y modificaci n de programasó ó  

p blicos de ndole social, eran evaluados por su persona y supervisados y firmados por el jefe de la Unidadú í  

de Desarrollo Social y Humano. Cabe mencionar, adem s, que existe una resoluci n de funcionamiento deá ó  

la unidad, donde, en su labor de analista de inversi n, cumpli  destacadamente con todos los productosó ó  

asociados y esto se refleja en su evaluaci n de desempe o, lo que se corrobora con un memor ndumó ñ á  

acompa ado de  enero de  2025,  en el  que el  actual  Gobernador ya se  encontraba en el  cargo. Esteñ  

documento certifica que desempe aba funciones en ambas divisiones, ya que fue enviado a DIPIR con lañ  

firma del jefe de Desarrollo Social y Humano, y en su elaboraci n particip  con su propia firma. Adem s, enó ó á  

el informe de evaluaci n del mismo memo, su timbre confirma la pertenencia a la DIFOI. Por lo tanto,ó  

queda demostrada su labor en ambas divisiones y la continuidad otorgada por la actual administraci n.ó

Se ala  que con fecha 27 de  enero de  2025, fue notificada de  la  Resoluci n  Exenta RA Nñ ó º 

809/24/2025,  de  22 de  enero  de  2025,  mediante  la  cual,  se  decide  poner  t rmino  anticipado a  sué  

designaci n  a  contrata,  fundamentado  ello  en  los  considerandos  contenidos  en  la  Resoluci n  Exentaó ó  

recurrida, espec ficamente en lo que dice relaci n con su prí ó ofesi n de Psic loga.ó ó

Dice que la Excelent sima Corte Suprema habr a fijado jurisprudencia se alando que la confianzaí í ñ  

leg tima procede luego de 5  a os,  lo  cual  no ser a  su  caso,  pero hay que recordar que en Chile  laí ñ í  

jurisprudencia no es vinculante y puede cambiar, pues incluso han existido fallos en que la confianza leg timaí  

se ha situado luego de la segunda renovaci n.ó

Debido a lo anterior, el recurrido resuelve poner t rmino anticipado a su contrata, por no seré  

necesarios sus servicios.

Agrega que esto se torna de arbitrariedad y vulneratoria de las garant as constitucionales, como laí  

del 19 N  1 , en cuanto al derecho a la vida en el sentido de la protecci n de su integridad ps quica, puesº º ó í  

ningunea su profesi n, y precisamente el cargo para el cual fue contratada su requisito es ser profesional; Asó í 

tambi n, la garant a del art culo 19 N  2, en cuanto a que dicha resoluci n es abiertamente discriminatoria,é í í º ó  

pues existen otros diversos profesionales de distinta ndole en el Gobierno Regional, desempe ando funcionesí ñ  

que no guardan relaci n con lo que estudiaron, pero al igual que ella, poseen experiencia y capacitaci n enó ó  

las materias a desempe ar en el ejercicio de los cargos; tambi n la garant a del art culo 19 N s 16 en cuantoñ é í í º  

a la libertad de trabajo y 24, en cuanto a la propiedad de su cargo, profesi n y capacitaciones, diplomados yó  

magister, de  experiencia acumulada en sus casi dos a os en el servicio; pues incluso, dicha resoluci n noñ ó  

guarda relaci n alguna con lo instruido en el Oficio Circular N  18/10.12.2024 del Ministerio de Hacienda,ó º  

mediante el cual, el Ministro de dicha cartera, complementa orientaciones generales a los Jefes de Superiores 

de Servicios sobre el proceso de renovaci n del personal a contrata para el a o 2025, contenido en el Oficioó ñ  

Circular N  17 de 2024, se alando en sus primeros tres numerales, que "para efectos de monitorear elº ñ  

cumplimiento de dicho Oficio Circular, se vienen en establecer los siguientes criterios y par metros deá  

evaluaci n:ó

1.-  La  no  renovaci n  de  una  contrata,  ó debe  efectuarse  a  tras  de  la  emisi n  de  un  actoó  

administrativo  fundado  que  contenga  la  respectiva  decisi n  formal,  el  cual  deber  ser  notificado  aló á  

funcionario o funcionaria de acuerdo con la normativa vigente, otorg ndole las facilidades necesarias paraá  

que pueda hacer uso de su feriado legal, d as administrativos u horas compensadas pendientes.í
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2.- Al respecto y en concordancia con las instrucciones previamente impartidas, el fundamento de la 

no renovaci n debe basarse en criterios objetivos que impidan dó iscriminaciones arbitrarias en el ejercicio de 

las facultades correspondientes. En particular, debe basarse en las evaluaciones de desempe o del funcionarioñ  

o  funcionaria  o  en  su  defecto,  en  la  supresi n  o  modificaci n  de  planes  o  programas,  en  lasó ó  

reestructuraciones institucionales o nuevas condiciones presupuestarias o de dotaci n de personal del servicio,ó  

las cuales se encuentren suficientemente acreditadas.

3.- Complementando lo indicado en el referido Oficio Circular, en los procesos de renovaci n deló  

personal a contrata debe darse atenci n a los a os de servicio y especialmente al n mero de renovacionesó ñ ú  

continuas, en la medida que el lapso total de esas designaciones abarque m s de dos a os.á ñ

Agrega que lo anterior, demuestra claramente lo antojadiza y arbitrario de la Resoluci n recurridaó  

de protecci n, posterior a la concreci n de su segunda renovaci n, fuera del plazo legal de 30 d as deó ó ó í  

anticipaci n, arbitraria en sus fundamentos y vulneratoria de sus derechos fundamentales.ó

Finalmente indica que constituye un acto arbitrario e ilegal que atenta contra la garant a del N  1í º º 

del art. 19, de la Constituci n Pol tica, que indica que La Constituci n asegura a todas las personas:ó í “ ó  

1 .- El derecho a la vida y a la integridad f sica y ps quica de la persona, pues la renovaci n de suº í í ó  

contrata y posterior t rmino anticipado, sin sujetarse a lo instruido por el propio ministro de Hacienda,é  

atenta contra su integridad ps quica, pues vulnera toda normativa referente al t rmino de cada contrata, queí é  

por ley, terminan el d a 31 de diciembre de cada a o.í ñ

A su vez, el art culo 19 en el numeral 2  establece que: la igualdad ante la ley. En Chile no hayí º “  

personas ni grupos privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y 

mujeres son iguales ante la ley. Ni la ley ni autoridad alguna podr n establecer diferencias arbitrarias ;á ”  

claramente cumple con los requisitos planteados en la Circular del Ministerio de Hacienda, encontr ndose ená  

lista 1 de calificaciones, la renovaci n y posteó rior t rmino anticipado es discriminatorio, pues es carente deé  

raz n y se fundamenta en no poseer las capacidades suficientes, lo que se condice con todo el historial en eló  

cargo en cuanto a capacidad e idoneidad.

Todo lo expuesto, constituye un acto arbitrario e ilegal que atenta contra la garant a del N  16  delí º º  

mismo art culo, la cual en su inciso 1  dispone que lí ° “ a Constituci n asegura a todas las personas:ó   La 

Libertad de Trabajo y su protecci n. Toda persona tiene derecho a la libre contrataci n y a la libre elecci nó ó ó  

del trabajo con una justas retribuci n ;ó ”  derecho del cual se le est  privando arbitrariamente.á

Finalmente, tambi n cabe se alar que se est  vulnerando la garant a del N  24, en cuanto a laé ñ á í º  

propiedad que detenta respecto del cargo que se le est  despojando sin sustento ni limitaci n alguna.á ó

A fol io 9,  con fecha 13 de  marzo de  2025,  en representaci n del Gobierno Regional deló  

Maule, do a Sandra Retamal Calquin, en su calidad de abogado comienza resumiendo lo expuesto en elñ  

recurso.

Luego,  expone que el recurso de protecci n no es la v a id nea para los fines perseguidos por laó í ó  

recurrente, en el  ordenamiento jur dico nacional,  existe  un procedimiento de reclamo especial  ante  laí  

Contralor a General de la Rep blica, para el caso en que se hubiere producido un vicio de legalidad queí ú  

afecte los derechos de los servidores p blicos que se rigen por estatutos administrativos de sujeci n especial,ú ó  

que en la especie, se encuentra contenido en el art culo 160 del DFL N  29, de 2004, del Ministerio deí º  

Hacienda, que fija el  texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N  18.834, sobre Estatutoº  

Administrativo, transcribe dicho art culo.í

Que, el Dictamen N  E156.769, de 17 de noviembre de 2021, de la Contralor a General de laº í  

Rep blica, que contiene el nuevo Instructivo sobre confianza leg tima en las contratas, se ala que conformeú í ñ  

al art culo 160 Ley 18.834 í “en aquellos casos en que son aplicables, los funcionarios tendr n un plazo deá  
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diez d as h biles para acudir a este Ente de Fiscalizaci n, contado desde que tuvieren conocimiento de laí á ó  

situaci n, resoluci n o actuaci n que dio lugar al vicio de que se reclamaó ó ó .”

Con fecha 16 de enero de 2019 se cre  la Unidad de Protecci n de Derechos funcionarios, creadosó ó  

por al Contralor a General de la Rep blica, la que tiene por objeto dar tramitaci n expedita a los reclamosí ú ó  

a que d  lugar la transgresi n de derechos del personal de la Administraci n del Estado, as  como coordinaré ó ó í  

a las distintas unidades encargadas de su resoluci n.ó

Que, el  propio legislador y el  Ente Fiscalizador establecieron los  mecanismos de impugnaci nó  

pertinentes y especiales de los actos administrativos como la resoluci n recurrida en estos autos, en sedeó  

judicial y administrativa, los que no han sido ejercidos por la recurrente, siendo esas y no otras, las v así  

especiales y aptas para reclamar de su eventual irregularidad.

En ese sentido cita y transcribe jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema, en causa Rol N° 

26.301-2023.

Tambi n, el art culo 3  del Estatuto Administrativo, luego de deé í º finir la planta de personal de un 

servicio p blico como el conjunto de cargos permanentes asignados por la ley a cada instituci n, en su letraú ó  

c) se refiere a los empleos a contrata, como aquellos de car cter transitorio que se consultan en la dotaci ná ó  

de una instituci n.ó

La vigencia anual de los nombramientos a contrata est  en armon a con elá í  car cter transitorio queá  

el ordenamiento jur dico les asigna, siendo ella la principalí  caracter stica de este tipo de vinculaci n jur dica,í ó í  

las que llevan impl cita cí omo veremos la facultad de la autoridad para disponer su t rmino anticipado antesé  

de  lo  que le  restare  al  empleo  para  finalizar  el  a o  respectivo,  de  conformidad a  las  necesidades  yñ  

caracter sticas del servicio que dirige y administra la referida autoridad.í

Indica que cuando una contrata ha sido dispuesta con la f rmula mientras sean necesarios susó “  

servicios , como en la especie se verifica, se ha reconocido que la autoridad puede ponerle t rmino a dicha” é  

designaci n en el momento que lo estime procedente, ó en la medida que ello se materialice, a trav s, de uné  

acto administrativo fundado, en que se expresen los antecedentes de hecho y de derecho que le sirven de 

sustento y conforme con los cuales ha adoptado su decisi n, donde, el cese de los servicios se producir  aó á  

contar de la notificaci n al servidor de la total tramitaci n del documento que as  lo ordene.ó ó í

As  las cosas, la decisi n de disponer el t rmino anticipado de una vinculaci n jur dica a contrata seí ó é ó í  

enmarca en el ejercicio de una facultad que le asiste a la autoridad respecto del personal de su dependencia 

y que atiende a la naturaleza eminentemente transitoria de los servicios en comento, todo ello, en el marco 

de la gesti n de personas de un servicio, decisi n de m rito y dominio exclusivo de las jefaturas de losó ó é  

organismos p blicos.ú

Agrega que los pronunciamientos en materia de confianza leg tima no han prohibido en ning ní ú  

caso el ejercicio de las facultades que tienen las autoridades respectivas en torno a dichos v nculos jur dicos,í í  

desde que dichos pronunciamientos s lo han resuelto que la decisi n de no renovar una contrata o disponeró ó  

su  t rmino anticipado, debe materializarse a trav s  de un acto administrativo fundado y debidamenteé é  

motivado, tal como se verific  en la especie.ó

Para tal efecto, cita el Dictamen N E156.769/2021 de la Contralor a General de la Rep blica.° í ú

As  pues, tanto la Contralor a General de la Rep blica como la Excma. Corte Suprema, haní í ú  

reconocido y legitimado sistem ticamente la facultad que posee un jefe de servicio de dispoá ner el t rminoé  

anticipado de las vinculaciones jur dicas a contrata del personal de su dependencia, en la medida que dichoí  

acto haya sido dispuesto de manera fundada; entregando como ejemplo jurisprudencia de la Excma. Corte 

Suprema, en causas Roles  N s 26.198-2018 y 80.031-2021.°
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A ade que en la resoluci n recurrida, se adopt  la decisi n de prescindir anticipadamente de losñ ó ó ó  

servicios de la recurrente considerando que su perfil profesional no se ajustaba m s a lo requerido paraá  

desarrollar las funciones que le hab an sido encomendadas.í

Por tanto, habiendo obrado su representado en la esfera de sus atribuciones y potestades, no se 

configura el arbitrio potencialmente vulnerador de derechos fundamentales que se denunci , debiendo seró  

desestimada en todas sus partes la acci n cautelar porqueó  la resoluci n recurrida se trata de un instrumentoó  

que  cuenta  con  una  fundamentaci n  suficientemente  racional  y  basada  en  antecedentes  objetivos  yó  

verificables expresados en su parte considerativa, ajustados plenamente a la normativa estatutaria de sujeci nó  

especial vigente, sin que pueda advertirse indicio de arbitrariedad o ilegalidad alguna en ella.

Dice que la recurrente acusa una eventual vulneraci n de los derechos consagrados en el art culo 19ó í  

N s 1, 2, 16 y 24, los que describe y detalla brevemente.°

Manifiesta que el recurso de protecci n solo cautela el leg timo ejercicio de los derechos que tienenó í  

el car cter de indubitado, por lo que todo aquel que carece de un t tulo v lido, como en la especie seá í á  

verifica,  no  puede  ejercer  ni  reclamar  legalmente  lo  que  no  le  pertenece,  por  lo  que  nada  puede 

perturb rsele al recurrente en tal sentido.á

Expresa que no se verifica una afectaci n una afectaci n expresada en privaci n, perturbaci n oó ó ó ó  

amenaza del leg timo ejercicio referido a los derechos invocados por la recurrente en su libelo, esto es, elí  

derecho a la vida y a la integridad f sica y ps quica de la persona (19 N 1), la igualdad ante la ley (19 N  2),í í ° º  

Derecho de la Libertad del Trabajo y su Protecci n (19 N 16), y el dereó ° cho de propiedad (19 N  24).º

En resumen, manifiesta que el recurso de protecci n no es la v a id nea para los fines perseguidosó í ó  

por la recurrente, existiendo en sede administrativa y judicial, otras v as especiales para ello, las que no haní  

sido activadas, la vinculaci n estatutaria a contrata es una relaci n jur dica eminentemente transitoria yó ó í  

supeditada a las necesidades de la entidad administrativa contratante; la posibilidad de disponer el t rminoé  

anticipado de una designaci n a contrata que ha sido dió spuesta con la f rmula mientras sean necesarios susó “  

servicios , es una facultad que poseen las autoridades superiores de los servicios, prerrogativa la que no ha”  

sido prohibida por los instructivos o dict menes sobre confianza leg tima.á í

Que, la  Contralor a General de la  Rep blica y la  Excma. Corte Suprema, han reconocido yí ú  

legitimado la disposici n del t rmino anticipado de una contrata con cargo a su jurisprudencia administrativaó é  

y judicial.

Asimismo, la resoluci n recurrida contiene los fundamentos de heó cho y de derecho que sustentan la 

decisi n,  en atenci n  a la  especial  situaci n  funcionaria de la  recurrente, lo  que permite descartar laó ó ó  

concurrencia de una acci n u omisi n ilegal o arbitraria imputable a este servicio.ó ó

Finalmente, a ade que Daza Gonz lez no demuestra la forma concreta en que, para el caso deñ á  

autos,  los  derechos  constitucionales  invocados  como  eventualmente  lesionados,  habr an  sido  privados,í  

perturbados o amenazados por un actuar atribuible al Gobierno Regional del Maule.

Solicita tener por evacuado el informe y rechazarlo en todas sus partes, con expresa condenaci n enó  

costas.

Y TENIENDO EN CONSIDERACI N, ADEM SÓ Á :

PRIMERO: Que, como cuesti n preliminar, la recurrida ha planteado que esta v a no es la id nea paraó í ó  

los fines perseguidos por la recurrente, conforme a los razonamientos detallados en la parte expositiva del 

presente fallo.
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            En concepto de esta Corte, el recurso de protecci n constituye un medio procesal id neo paraó ó  

satisfacer las pretensiones de la recurrente, teniendo presente, tal como lo ha sostenido reiteradamente la 

doctrina y la jurisprudencia, que se trata de un arbitrio que tiene el car cter de principal, apto para obtenerá  

una tutela efectiva de las garant as constitucionales cuando est n han sido conculcadas, sin que tenga unaí á  

naturaleza accesoria de otras acciones legales, que puedan intentarse para resolver la materia sobre la cual se 

fundamenta este recurso.

            En efecto, el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica dispone que el uso dí ó í ú e la 

facultad constitucional  para  obtener  el  restablecimiento  del  imperio  del  derecho y  asegurar  la  debida 

protecci n del afectado, sin perjuicio de los dem s derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o losó á  

tribunales correspondientes, es decir, el ejercicio de la acci n cautelar, no obsta al ejercicio de los dem só á  

derechos que pueda hacer valer la afectada ante la autoridad o tribunales correspondientes.

            Debido a lo que se viene se alando, la alegaci n de la recurrida sobre la improcedenñ ó cia de esta 

acci n cautelar ser  desestimada.ó á

SEGUNDO: Que,  entrando  al  fondo  del  asunto  sometido  al  conocimiento  de  esta  Corte,  lo  que 

fundamenta  la  presentaci n  de  esta  acci n  constitucional  seg n  lo  han  se alado  las  partes  en  susó ó ú ñ  

presentaciones, radica en que mediante la Resoluci n Exenta N  809/24/2025 de 22 de enero de 2025,ó °   la 

recurrida puso t rmino anticipado a los servicios que la recurrente, de su designaci n de contrata queé ó  

prestaba al Gobierno Regional del Maule, lo que se fundament  en que nó o cuenta con la profesi n id nea,ó ó  

las especializaciones que se requieren, ni experiencia en el rea, para desempe ar adecuadamente las laboresá ñ  

inherentes a su cargo, lo que afecta la eficiencia en la administraci n p blica.ó ú

TERCERO: Que, por otro lado, se advierte que la Resoluci n Exenta N  809/173/2024 dictada por laó °  

autoridad recurrida, que prorrog  la contrata desde el 1-1-2025 hasta el 31-12-2025, no contiene la formulaó  

sobre la facultad de poner t rmino en forma anticipada a los servicios de la recurrente. é

            Adem s,  seg n los  antecedentes  allegados a  la  causa,  se  puso  t rmino a  los  servicios  de  laá ú é  

recurrente, sin que aparecieran otros afectados por aquella determinaci n, lo que ti e de arbitrariedad laó ñ  

decisi n administrativa en estudio.ó

            A lo anterior, se debe adicionar que los fundamentos de la mencionada Resoluci n no guardanó  

relaci n con los antecedentes que se han agregado a esta causa, por ejemplo, las calificaciones obtenidas poró  

la recurrente y sus cursos de especializaci n enó  la materia, que conforme a la documental adjuntada, no fue 

objeto de reproche, sino de reconocimiento por su jefatura, adem s, de á la obtenci n de dos posgrados, unoó  

en Psicolog a Social y otro en gesti n de recursos humanos, trabajo y organizaciones, que precisamente dicení ó  

relaci n con el cargo que desempe a.ó ñ

            En consecuencia, se advierte que en los hechos, m s all  de una fundamentaci n meramenteá á ó  

formal,  no exist an elementos reales para resolver en la forma que lo hizo la autoridad administratí iva 

recurrida, por ende, se configura un acto discriminatorio en contra de la recurrente, que conculca el derecho 

constitucional contemplado en el art culo 19 N  2 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ° ó í ú

CUARTO: Que, seg n se viene exponiendo y conforme al m rito de los antecedentes allegados a la causa,ú é  

el acto que por esta v a se pretende dejar sin efecto, aparece que se ha dado t rmino anticipado del cargoí é  

que detentaba la recurrente, sin expresar el motivo por el cual se lleg  a dicha conclusi n, lo que importaó ó  

que el acto aqu  cuestionado carece de sustento, toda vez que las razones arg idas por la autoridad noí ü  

encuentran sustento no se condicen con los antecedentes previos del caso, infringiendo de esta manera lo 

dispuesto en el art culo 41 de la Ley N  19.880, que exige que toda decisi n de la administraci n esteí ° ó ó  

fundamentada, de manera tal que la resoluci n reclamada se constituye en un acto arbitrario e ilegal, motivoó  

por el cual corresponde acoger el presente recurso en este punto, en la forma que se dir  en lo resolutivo.á
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QUINTO: Que, por otro lado, en concepto de estos sentenciadores, el acto reclamado tambi n significaé  

una transgresi n a la garant a contenida en el art culo 19 N  24 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,ó í í ° ó í ú  

ya que, si bien en principio es factible sostener que no puede afectarse el derecho a la propiedad, ya que los 

funcionarios p blicos no gozan de tal garant a respecto del cargo a contrata en que fueran designados, debeú í  

recordarse que estos si tienen derecho a desarrollar la funci n p blica encomendada. ó ú

            Es decir, aunque el empleo a contrata no otorga propiedad sobre el cargo, confiere el derecho a la 

estabilidad en el  mismo, pero solo en el  contexto de la  duraci n  del  nombramiento, por  el  car cteró á  

transitorio de este. En el contexto que se viene explicando, el recurso tambi n debe ser acogido.é

SEXTO: Que, sin embargo, en concepto de estos sentenciadores, el  acto reprochado no conculca las 

garant as contenidas en el  art culo 19 N  1 y 16 de la  Constituci n Pol tica de la  Rep blica,  al  noí í ° ó í ú  

configurarse los supuestos que la norma contiene, razones bastantes para desestimar el recurso en este punto.

Por estas consideraciones y visto, adem s, lo dispuesto en el art culo 20 de la Constituci n Pol ticaá í ó í  

de la Rep blica y Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema de Justicia sobre Tramitaci n del Recursoú ó  

de Protecci n de Garant as Constitucionales,ó í  SE  ACOGE, con costas, la acci n constitucional deducidaó  

por  do a  Luz  Esperanza  Daza Gonz lez,  en  contra  del  Gobierno Regional  del  Maule,  representadañ á  

legalmente por su Gobernador don Pedro Pablo lvarez Salamanca o por quien haga sus veces, solo enÁ  

cuanto se dispone dejar sin efecto la Resoluci n Exenta N  809/24/2025 de 22 de enero de 2025,ó °  dictada 

por la recurrida, orden ndose el reintegro inmediato de la recurrente a sus funciones y el pago de susá  

remuneraciones por el tiempo en que ha estado apartada de ella.

Reg strese, comun quese y arch vese, en su oportunidad.í í í

Redacci n del fiscal judicial don Gonzalo P rez Correa.ó é

Rol N  2° 27-2025/ Protecci n.ó

Se deja constancia que no firma el abogado integrante don Leonardo 
Mazzei Parodi, sin perjuicio de haber concurrido a la vista y acuerdo de 
la causa, por encontrarse ausente.
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Talca integrada por Ministro Presidente Carlos Carrillo

G. y Fiscal Judicial Gonzalo Enrique Perez C. Talca, siete de agosto de dos mil veinticinco.

En Talca, a siete de agosto de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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